Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 11:00) 


En nombre de la Comisión de Industria y Energía damos la bienvenida a la Directiva y a la señora Gerente de URSEA. Esta 
Comisión ha venido recorriendo el espinel de los sectores y actores en el campo de la energía y, por tanto, hemos recibo a ANCAP, 
a UTE, al señor Ministro de Industria, Energía y Minería, y a las empresas privadas. Podría decir que nos estamos aproximando al 
final del trabajo y queríamos conocer en qué situación está el tema de las regulaciones destinadas al sector energético, tanto en 
electricidad como en gas, entendiendo por gas el natural y el manufacturado -por ejemplo, el supergás- y las distintas instancias 
que tenemos por delante. 


Creo interpretar a la Comisión en cuanto a que si bien nos interesa lo hecho y quisiéramos escuchar de parte de los invitados un 
estado de situación con relación a las regulaciones dictadas, fundamentalmente deseamos conocer qué es lo que falta por hacer y 
cuáles son las luces rojas que se pueden visualizar respecto al nuevo dictado o a lo que se ha llevado a cabo y pueda ser objeto de 
comentarios, observaciones o impugnaciones por parte de los demás actores del sector energético. 


SEÑOR COSTA.- Es un honor compartir con la Comisión el trabajo que hemos venido realizando, sobre todo lo que queda por 
hacer y las eventuales luces rojas que podemos encontrar en el camino. 


Comenzaremos por la parte eléctrica, que es el sector en el que se ha avanzado más. 


El año pasado se implementó la reglamentación de la Ley del Marco Regulatorio con el Reglamento General, el del mercado 
mayorista, el de transmisión y el de distribución. Éstos fueron elevados a consideración del Poder Ejecutivo, previa consulta con la 
contraparte de UTE y Salto Grande. Recuerdo que se envió en diciembre de 2001 y el Poder Ejecutivo los aprobó en setiembre de 
2002. Posteriormente, la Unidad aprobó el Reglamento del Sistema de Medición Comercial para implementar el funcionamiento del 
mercado mayorista y también el Reglamento de Seguridad de Materiales Eléctricos. 


¿Qué falta por dictarse en el campo eléctrico? El Reglamento de Calidad de Servicios de Distribución, que lo hemos puesto en 
consulta pública y hemos recibido importantes contribuciones no sólo de UTE sino también del sector privado y de la Universidad. 
Dichas contribuciones fueron respondidas hace poco y, en breve, haremos el dictado del Reglamento de Calidad de Servicios de 
Distribución que realmente será un hito en los servicios públicos del país porque, por primera vez en la historia, un servicio público 
tendrá normativas de calidad otorgadas por otro organismo del estado. Por tanto, se estaría implementando la separación de roles 
que fue uno de los objetivos de la Ley del Marco Regulatorio. 


Otros puntos que están faltando son los siguientes. Falta la implementación de peajes de transmisión, que es un tema que 
preocupa y del que hemos recibido inquietudes de Legisladores del departamento de Soriano, concretamente del señor 
Representante Arregui. Pensamos elevar al Poder Ejecutivo, en el mes entrante, lo que serían los valores de los activos de 
transmisión, y también está faltando la implementación de la contabilidad regulatoria. 


Como todos sabemos la solución que adoptó el Uruguay incluye integración vertical por empresa pública y, por lo tanto -así lo 
incluyó la ley- se hace necesario que las distintas partes de la industria tengan cuentas separadas. Estamos trabajando en eso y 
vamos a poner en consulta pública un proyecto de contabilidad regulatoria para dejar bien en claro lo que son las cuentas de 
regulación, de transmisión y de distribución. A su vez, aprovecharíamos esa instancia para extender ese proyecto a otras áreas de 
la industria de energía, como ser el caso concreto del gas. En el caso que haya integración vertical, las empresas tendrán 
contabilidades separadas ¿Cuál es el propósito de que las empresas tengan contabilidades separadas? Evitar que alguna use el 
monopolio para subsidiar donde eventualmente pueda tener competencia, en claro perjuicio de los consumidores. 


Otro aspecto que está faltando es el proyecto de reglamento de instalaciones interiores de media y baja tensión. Con ese fin hemos 
firmado un convenio marco con la Universidad de la República. Estamos trabajando con el Instituto de Ingeniería Eléctrica desde 
hace un buen tiempo, y en el correr de este año vamos a someter a consulta pública sendos proyectos de reglamento de 
instalaciones interiores de media y baja tensión. 


¿Qué más está faltando? Un elemento central que es el relativo a las tarifas técnicas, que imagino es lo que preocupa al grueso de 
la población. Para dar un pantallazo rápido a los miembros de la Comisión, debo decir que de cada cien, el 30% responde a 
generación, el 10% a transmisión y el 60% a distribución. Lo que estaríamos elevando sería el informe técnico de las tarifas 
técnicas para una empresa manejada eficientemente en la distribución que, como dije, es el 60%. Eso marcaría, de acuerdo con el 
regulador, una tarifa objetivo de referencia. Obviamente luego habrá que hacer un proceso de transición porque la empresa tiene 
ciertas inflexibilidades que todos conocemos para poder llegar a esas metas. Eso no es competencia del regulador sino del Poder 
Ejecutivo, quien deberá instrumentar la velocidad de la transición, cómo quiere que se dé, en qué plazo y con qué características. 
Se trataría de un hito porque se informaría a la población por primera vez cuáles serían las tarifas técnicas, o sea, a cuánto 
ascenderían si la empresa se manejara eficientemente. Para eso -y el señor Presidente lo sabe bien porque en aquel entonces era 
Ministro- la previa reglamentación establecía que la UTE contrataría un estudio para determinar las tarifas técnicas con la 
supervisión del regulador. Eso no es lo que se hace a nivel internacional, porque al haber conflicto de intereses, el propio regulador 
contrata su consultor y el regulado, el monopolista, hace lo propio con su asesor, por lo que eventualmente hay dos informes. En 
este caso no se hizo así; quien contrató fue la UTE y el regulador supervisó en la medida de lo posible. Como el que contrata es la 
UTE, el consultor sigue las directivas que le indicó, razón por la cual ese informe no necesariamente debe ser compartido en su 
totalidad por el regulador. 


Por consiguiente, consideramos que era importante tener una revisión limitada, sin cambiar la metodología que se había elegido, 
para algunos aspectos fundamentales. Existen ciertas diferencias que estamos procesando con la responsabilidad que se merece, 
porque cuando uno ponga ese documento a disposición de la opinión pública, como todos se imaginarán, tendrá una gran 


repercusión. Por ese motivo nos hemos tomado el tiempo que consideramos necesario para que cuando lo pongamos a 
consideración de la opinión pública, estemos tranquilos en cuanto a que trabajamos con la responsabilidad que se merece. 
Asimismo, ese informe lo elevaremos al Poder Ejecutivo aproximadamente en el correr del próximo mes aunque, repito, la 
normativa exige que el público también tenga acceso a él. Ese estudio fue realizado con una metodología que se conoce como de 
arriba hacia abajo: se arma una empresa desde cero y se llega a cuál debería ser el precio. Esta es la metodología que utilizan los 
chilenos y los peruanos y se denomina valor agregado estándar de distribución. 


Existe otro tipo de metodología, que se conoce como de abajo hacia arriba, a través de la cual se toman los precios que hay en las 
distintas distribuidoras y se realiza la cadena inversa. Cabe aclarar que no siempre estas dos metodologías obtienen resultados 
similares, y a sugerencia del Banco Mundial se está comenzando a hacer un estudio por la otra metodología a fin de determinar si 
las diferencias no son muy grandes. 


El otro aspecto en el que estamos trabajando en el tema eléctrico tiene que ver con la determinación del costo de fallas, es decir, 
cuánto cuesta al usuario la falta de energía eléctrica en condiciones seguras. Eso es lo que, en definitiva, determina cuánto es lo 
que uno quiere invertir en la red eléctrica, porque el servicio eléctrico no es inmune a qué calidad se quiere tener, es decir, cuántos 
cortes, su duración, etcétera. El estudio que hay en ese sentido lo tiene UTE, data de hace muchos años y queda disponible. 
Nosotros consideramos que es importante, para los próximos diez años, tener un costo actualizado del costo de falla del servicio 
eléctrico. 


Esto resume la situación y lo que falta por dictarse en materia eléctrica. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera hacer dos preguntas al respecto. 


En primer lugar, desearía saber para cuándo estaría fijado el canon por transporte de energía eléctrica. Hago esta consulta, porque 
este es uno de los puntos capitales de la Ley de Marco Eléctrico, es decir, permitir que los grandes consumidores adquieran la 
energía eléctrica en otro lado, si les conviene, y puedan transportarla a través del sistema de transmisión de UTE. En la medida en 
que este canon no está fijado, supongo que eso no se ha aplicado hasta ahora. ¿Los grandes consumidores han podido acceder a 
energía en Argentina, por ejemplo? 


SEÑOR COSTA.- Hay dos aspectos a considerar: uno es el permanente, que es en lo que se está trabajando -y supongo que es a 
lo que se refería su pregunta- y el otro es el transitorio. Los eventuales grandes consumidores podrían haber accedido a contratos 
de la República Argentina con las disposiciones transitorias, que son similares a las que el señor Presidente de la Comisión aprobó 
cuando fue Ministro. 


En cuanto a la situación permanente, podemos señalar que tenemos a consideración de la Comisión Directiva el informe de 
nuestros técnicos acerca de lo que serían los valores de los activos de transmisión. Ese es un aspecto del peaje, porque el peaje 
en sí lo determina el administrador del mercado eléctrico una vez que tiene los valores de los activos. El regulador toma los valores 
de referencia, -los activos, las líneas, los cables, los transformadores y las estaciones- y con el despacho de carga -en la actualidad 
está en UTE, pero pasaría al administrador del mercado eléctrico- hace las simulaciones matemáticas correspondientes y en 
función de eso determina cuáles serían los peajes para cada punto, o sea, cada nodo -así se les llama- del sistema. 


Como máximo, en un mes estaríamos elevando al Poder Ejecutivo el informe, que tiene que ser de carácter público. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Mi segunda interrogante se refiere a las tarifas técnicas. Quisiera saber si incluyen impuestos y, en caso 
de ser así, si incluye todos o algunos. 


SEÑOR COSTA.- El informe de tarifas técnicas -que, repito, es importante- no va a pasar inadvertido para la opinión pública y por 
eso hemos demorado en publicarlo ya que, como todos sabemos, pueden haber diferencias con lo que son las tarifas en la 
actualidad, que pueden ser no menores. El estudio técnico incluye impuestos, como el que se establece para la venta en moneda 
extranjera, las mayores cargas sociales que tiene UTE como empresa pública, etcétera; pero, por otro lado, no incluye aquello que 
es preocupación de UTE, tal como los eventuales costos, que no se reflejan en algo estricto, como puede ser la mayor burocracia 
para aprobar gastos, ir al Tribunal de Cuentas, etcétera, Eventualmente, esto no lo puede tener una empresa privada de referencia, 
que es lo que se está considerando. Entonces, eso en sí no es tan fácil de cuantificar, pero es una preocupación de UTE que 
estamos viendo cómo procesar. Con respecto a los impuestos, están incluyendo absolutamente todo. 


En cuanto al subsector gas, el tema acuciante en la actualidad, y que estamos considerando con más atención, es la reformulación 
del mercado del gas licuado de petróleo. Hasta hace poco, la regulación la dictaba ANCAP con dos empresas que todos 
conocemos, que ofician de duopolio en la parte de envasado y distribución. 


A través del decreto del Poder Ejecutivo -que data de hace tres meses, que no hace más que implementar la ley y dice que hay 
libre competencia en el envasado y la distribución- el regulador puso en consulta pública el proyecto de reglamento para el 
envasado y la distribución de gas licuado de petróleo. Hemos recibido 57 contribuciones en la consulta pública, superando todas 
las expectativas. En algunos casos se trata de contribuciones importantes, con observaciones de índole jurídica no menores, por lo 
que hay que procesarlas nuevamente con la responsabilidad que eso se merece porque, eventualmente, puede tener efectos no 
despreciables para el Estado. 


Sin perjuicio de lo que es la reglamentación estricta del ente regulador, ponemos en conocimiento de esta Comisión que el 1? de 
julio enviamos una nota al Poder Ejecutivo diciendo que no consideramos conveniente que el regulador implemente la 
reglamentación si antes el Poder Ejecutivo, conjuntamente con ANCAP, no se pone de acuerdo en lo que debe ser la transición, 
porque ésta la debe hacer el Poder Ejecutivo -obviamente, en acuerdo con ANCAP- y el regulador no tiene competencia para 
decirle a ANCAP lo que debe hacer, ya que es una empresa con una normativa conocida por los propios señores Senadores. Por 
tanto, esa transición a la competencia debe hacerse en forma seria, es decir, que no haya problemas en el suministro a la 
población. 


Repito que la transición no es competencia del ente regulador; consideramos que no sería del todo responsable emitir una 
reglamentación que no tenga prevista la transición, y que esta la debe hacer el Poder Ejecutivo junto con ANCAP. En eso creo que 


hay una materia pendiente. Hace tres meses que, como es notorio, no se llega a un acuerdo. Entonces, estamos procesando las 
respuestas a las contribuciones con la seriedad que se merecen, pero consideramos que sería imprescindible que en el reglamento 
la transición esté delimitada para evitar eventuales problemas de suministro. 


El otro tema en materia de gas, que ha preocupado al cuerpo legislativo y al resto de la población, es el del gas natural comprimido. 
Al respecto, estamos analizando el proyecto de reglamento para uso de dicho gas en materia vehicular y estimamos que a 
mediados de agosto el tema puede ponerse nuevamente a consideración de la opinión pública. Nos hemos demorado un poco con 
este asunto no por falta de interés sino, básicamente, por restricciones de recursos humanos, pues en la Unidad somos quince 
personas con una competencia muy vasta. 


Cabe destacar que algunos estudios independientes que se han hecho con relación a la cantidad de recursos humanos que 
debería tener la Unidad indican que éstos deberían ser del orden de noventa a cien personas. Obviamente, de quince a noventa 
hay un trecho largo pero, de todas maneras, estimamos que a mediados o fines de agosto estaríamos poniendo a consideración de 
la opinión pública ese proyecto. 


En materia de gas, sin perjuicio de atender todos los reclamos en materia de Gaseba -que no son menores- del control de Conecta, 
etcétera, creo que estos son los dos grandes proyectos que tiene la Unidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con relación al gas licuado, debo decir que hemos recibido a representantes de Acodike y de Riogas, y 
está claro que sus mayores preocupaciones -de repente, otros Senadores pueden haber interpretado otra cosa- no se refieren al 
establecimiento de la competencia -enfáticamente dijeron que no tenían inconveniente en competir- sino precisamente al tema que 
mencionaba el señor Presidente de la URSEA en cuanto a la transición. Por más de veinte años, y a partir de una licitación, se han 
establecido en predios de ANCAP, han construido las plantas a su costo, lo que le va siendo devuelto por ANCAP anualmente, y 
ahora se plantea la apertura de la competencia. Entonces esas empresas se preguntan cómo va a ser la transición, pues si no son 
ellas las que van a seguir operando esas plantas, necesitan tiempo para poder instalarse en otro lugar y construir sus nuevas 
plantas. ¿Es a esa transición a la que se refería el contador Costa cuando dijo que debía surgir una reglamentación o una decisión 
del Poder Ejecutivo en acuerdo con ANCAP? 


SEÑOR COSTA.- Sí, efectivamente a eso me refería. El tema es muy concreto. Es importante recordar que hay dos plantas que 
son de ANCAP, que no son de Acodike ni de Riogas. Estas dos empresas privadas han operado en un régimen de duopolio. Es 
claro que si hoy o mañana ANCAP tiene que tomar posesión de esas plantas, hay todo un tema de transición operativa, es decir, 
cómo se va a dar y en qué condiciones va a recibir ANCAP esas plantas. Si mañana se acaban los contratos y ANCAP toma 
posesión de las plantas, la pregunta es cómo va a ser el régimen. Eso, obviamente, no es competencia del regulador; éste podrá 
decir si hay libertad de concurrencia -así lo dicta la ley- y si es autorizado para envasar y distribuir, pero llevarlo a la práctica implica 
una transición que tiene que ser hecha por una empresa y no por un regulador. Hoy día quien lo debería hacer es ANCAP en 
acuerdo con el Poder Ejecutivo, o éste darle las directivas, pero el regulador no puede dar líneas que son claramente roles de 
empresario o propios de definiciones de políticas energéticas. Por eso, repito, la Unidad no considera prudente sacar una 
reglamentación que, eventualmente, puede quedar en el vacío. Previamente, el Poder Ejecutivo, en acuerdo con ANCAP, tiene que 
dejar bien definido cómo va a ser esa transición para evitar, así, problemas de suministro. 


Ahora, ¿cuál sería el problema para introducir competencia en este mercado, que me imagino que es lo que a todos nos debe 
preocupar? El objetivo de que haya una mayor competencia no es otro que el que los consumidores puedan acceder a un servicio 
en mejores condiciones y a precios más competitivos. ¿Cuáles son las eventuales barreras para entrar en este mercado? Esto es lo 
que nos preocupa. El tema central aquí es el de las marcas y lo estamos analizando con sumo cuidado. 


Si el señor Presidente me permite le cedería la palabra a mi compañera de Comisión, la doctora Vázquez, que puede brindar más 
detalles sobre este tema. 


SEÑORA VÁZQUEZ.- El parque de garrafas se encuentra marcado, y en la consulta pública lo que justamente plantearon estas 
empresas es que no podrían, legítimamente, rellenarse esos envases marcados por un tercero. Incluso, han planteado una 
objeción que podría llevar no solamente a responsabilidad patrimonial del Estado por tomar una decisión en ese sentido, sino 
también a una responsabilidad penal, que es la más preocupante. 


Por lo tanto, en este tema del Reglamento, aun cuando puede haber, por parte del regulador o de los técnicos, opinión en el tema, 
no se pueden incluir soluciones que pueden llevar a una eventual responsabilidad penal, porque sería bastante irresponsable que 
alguien dijera que hay libre concurrencia y que se puede entrar en el mercado a envasar, a distribuir y que eso suponga que se 
vean incursos en una conducta tipificada como delito. Es en ese sentido que este aspecto está siendo estudiado con mucha 
atención. Incluso, el especialista que ha estudiado la cuestión señala que, como muchas veces ocurre con el Derecho, hay dos 
opiniones, y es muy defendible la opinión de que pueden rellenarse. 


En realidad la pregunta es qué protege esa marca, porque el producto es único (GLP-ANCAP), es decir que no estaría 
distinguiendo al producto. Por otro lado, la garrafa es fabricada por una empresa, que puede ser Becam o Tem, de manera que 
tampoco distingue a la garrafa. Entonces, lo que distingue es la operación de envasado y de distribución, que puede sostenerse 
que se agota en sí misma, porque una vez que se envasó, el segundo envasado ya no está comprendido dentro del primer 
envasado. Ese es el análisis por donde discurriría la argumentación de que el tema de la marca no impediría el rellenado: el delito 
es rellenar con producto espurio un envase marcado, y en este caso no habría producto espurio porque es el mismo. 


De todas maneras, esto es un análisis jurídico fino; las consultas que ellos han presentado son de profesores con autoridad en la 
materia, pero el tema es discutible y no se puede saber qué fallaría un Juez Penal. ¿Es conveniente que el regulador, dada su 
juventud como institución, saque un Reglamento con ese problema planteado? Le transmitiría a un eventual nuevo envasador o 
distribuidor un riesgo importante. En ese sentido es que el tema se está estudiando con mucha atención, tratando de ver los 
argumentos de las dos posturas, para que la solución reglamentaria sea la más respetuosa de los intereses en juego. 


Una alternativa que se ha manejado en el Derecho Comparado es el tema de los centros de canje, que manejan los envases como 
retornables; esta es una alternativa que también se está estudiando. 


SEÑOR HEBER.- Ante todo quiero pedir disculpas a los señores Senadores y a nuestros invitados porque no pude llegar a tiempo 
en razón de que estaba en una reunión de Bancada, y por lo tanto no pude escuchar la primera intervención de uno de los 
miembros de la URSEA sobre el tema eléctrico. De todas maneras, a este respecto me voy a limitar a leer la versión taquigráfica 
porque, en definitiva, lo que nos interesa es seguir con el tema del gas y, por lo que me informaba el economista Costa, la Comisión 
había entrado, justamente, en el tema del supergás. Tenemos varios temas para hablar sobre el tema del gas y uno de ellos es 
precisamente éste. Pido disculpas si reitero alguna pregunta, pero me interesa mucho hacer un razonamiento. 


Tenemos una situación -vamos a catalogarla de alguna manera- "sui generis" en lo que puede ser el mercado del supergás: plantas 
que están instaladas en predios de ANCAP, con un canon determinado; inversiones que han hecho; experiencias que se han 
realizado, etcétera. Algunos vendrán con manuales sobre lo que puede ser el mercado ideal, y otros creemos que las cosas a 
veces tienen que ir evolucionando y transformándose. 


En esta Comisión hemos recibido, por ejemplo, a una empresa envasadora que no puede competir con Riogas ni con Acodike; me 
refiero a la empresa Megal. Hoy en día es muy claro que no hay ninguna explicación por la cual no podamos dejarlos envasar lo 
que quieran. Entonces, me importa mucho hablar con el organismo que hoy tenemos como invitado, porque una cosa es cuando el 
mercado lo ponía ANCAP y tomaba y hacía los negocios en función de las inversiones que estaban haciendo en su propio predio - 
más allá de que esto también podía ser cuestionable- y otra es cuando tenemos un ente regulador y viene una empresa a esta 
Comisión para plantear por qué no puede envasar garrafas de 13 kilos. En realidad, no hay ninguna razón para impedir eso a una 
tercera empresa ni a una cuarta, excepto las de carácter técnico que, naturalmente, nuestros invitados establecerán. Ellos 
representan al organismo que debe ocuparse de las garantías de seguridad que deben exigirse. Si hay algo que debemos 
reconocer de nuestro mercado es que tanto Acodike como Riogas y Megal hasta el momento no han tenido ningún tipo de 
accidentes, por lo menos que yo sepa. 


Por consiguiente, creo que se ha avanzado mucho en este sentido y podemos afirmar que nuestro mercado ha aprendido a usar el 
supergás. Precisamente, este es un combustible que nos interesa particularmente, porque históricamente ha funcionado como 
sustituto del queroseno y, a nuestro juicio, atiende a un mercado social bajo al que, sin duda, debemos asegurarle el acceso a este 
producto que es sustituto de otros más baratos. 


En ese sentido, quisiera consultar a nuestros invitados acerca de la posibilidad de una apertura del mercado. Aclaro que no espero 
que esto ocurra ahora, porque los contratos han sido denunciados y, de acuerdo con la versión de prensa que conocemos, han sido 
postergados los llamados a licitación. Francamente, debo decir que nos alegra que el Poder Ejecutivo haya seguido este camino y 
no otros -que había mencionado el Presidente del Directorio de ANCAP- que nos llevarían a cierto tipo de asociaciones que no 
compartíamos porque entendemos que no son buenas para nuestro mercado. De todos modos, ese es un detalle que ya ha sido 
laudado desde el momento en que el Poder Ejecutivo afirmó que estaba dispuesto a llamar a licitación. En ese sentido, 
concretamente quisiera saber si estamos en condiciones de afrontar un proceso de licitación. 


SEÑOR COSTA.- Comparto en un cien por ciento lo que ha dicho el señor Senador Heber. Ante la interrogante de si es posible 
admitir la competencia en este mercado, debemos contestar que sí. Podemos afirmar esto en virtud de las cifras que nos han 
mostrado, que en un año malo como fue 2002, cada una de las empresas que actúan en este rubro alcanzó una cifra superior a los 
U$S 3:000.000. Con ese resultado, sin duda existe margen para el ingreso de nuevos competidores en este mercado. 


En cuanto a si hay barreras técnicas que impidan el ingreso al mercado de envasado, debemos decir que no, porque básicamente 
lo que se requiere es un depósito de gas licuado -que se puede ir haciendo por etapas- un carrusel y, obviamente, un estricto 
cumplimiento de las normas de seguridad que ha dictado el regulador y que se han sometido a consulta pública. Es importante 
recordar que el regulador sometió dos proyectos a consulta pública, uno de ellos relativo a la parte económica, jurídica, de 
mercado, y el otro vinculado a los aspectos técnicos. Por lo tanto, con respecto a si es posible que ingresen nuevos jugadores al 
mercado de envasado, decimos categóricamente que sí lo es y, en ese sentido, la empresa Megal puede ser uno de ellos, aunque 
creo que hay otros que también han mostrado interés en esta actividad. 


El que acabo de mencionar es uno de los eslabones de la cadena; el otro es el que tiene que ver con la distribución, área en la que, 
seguramente, se concentra lo más importante del negocio, ya que allí opera el conocimiento al cliente, existe más valor agregado y 
se establece un margen amplio para el ingreso de nuevos competidores. 


A manera de ejemplo, Shell tiene en la Argentina un mercado que es la mitad del uruguayo y siete plantas de envasado. Si bien es 
cierto que en ese país las distancias son importantes y hay que tomarlas en cuenta, es claro que no hay una restricción de escala. 
No hay economías de escala importantes en el envasado como para que eso implique una barrera de entrada al mercado de 
envasado ni a la distribución. Sí es cierto que han habido avances y que el Uruguay tiene una tradición en materia de seguridad 
que no podemos perder. Creemos que el Reglamento que hemos puesto en consulta pública recoge eso porque no toma más que 
normativa internacional, y en ese aspecto sí hay que aplaudir a los agentes que hemos tenido, tanto a ANCAP, que ha actuado 
responsablemente en el pasado, como a las tres empresas que conocemos, de modo que no tenemos más que loas. En materia de 
seguridad, el Uruguay no ha estado detrás de lo que son los mercados maduros, si bien siempre se puede mejorar. 


Volviendo al tema del principio -creo que en ese momento el señor Senador Heber todavía no estaba presente- mencionábamos 
que es muy importante el manejo de la transición, la que no debe ser realizada por el regulador. Si bien el Poder Ejecutivo ha dado 
señales de introducir competencias -no hemos hecho más que recoger sus directivas y las que marca la ley- es de pública 
notoriedad que en materia de transición el decreto salió hace tres meses y el Directorio de ANCAP todavía no la ha implementado. 


Buena parte de la transición debe ser realizada por ANCAP -porque el Poder Ejecutivo tampoco es un empresario- y resulta que 
hace tres meses no hemos tenido avances al respecto. Vemos este tema con mucha preocupación y tan es así que -tal como lo 
manifestábamos hace unos minutos- el 1% de julio enviamos una nota al Poder Ejecutivo en la que decíamos que no era 
conveniente que el regulador dictara la reglamentación sin que antes quedara claramente establecido cómo tiene que ser la 
transición -además, obviamente, el Poder Ejecutivo y ANCAP tenían que ponerse de acuerdo- la que debía implementarse de 
manera que no hubiera eventuales problemas de suministro. Obviamente, eso traería aparejado un daño terrible, porque si uno 
quiere introducir competencia y después hay problemas de suministro, por pequeños que estos sean, aun con la mejor buena fe y 
empeño del regulador, puede tenderse una nube sobre esa situación que haga pensar que más vale continuar como antes cuando 
no había problemas en ese sentido, mientras los beneficios a los consumidores siguen sin llegar. 


En consecuencia, la idea del regulador es echar las bases para "edificar una casa" para los próximos diez años, que introduzca 
mayor competencia y arroje beneficios a los consumidores, con mejores precios y servicios que tengan al menos la calidad actual; 
pero para eso es muy importante que la transición sea manejada responsablemente y con las menores fisuras posibles. Ello implica 
un diálogo con todos los involucrados y un liderazgo que no corresponde al regulador. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sobre el tema de las marcas, al que se refirió la doctora Vázquez, me quedé pensando en el consumidor, 
en esa distinción de primer y segundo llenado. A mí, como consumidor, en realidad no me importa mucho lo de la cantidad de 
llenados; lo que sí me importa es saber quién se hace responsable por esa operación que ingresa a mi casa. Lo digo en términos 
bien sencillos. Yo tengo una garrafa que dice, por ejemplo, Acodike, Riogas, Megal o, por ejemplo, "Equis Equis", porque una vez 
que haya competencia, puede haber otras empresas que se agreguen al mercado. Ahora bien, por el estado de esa garrafa, por la 
válvula, por el manejo de ella, por la cantidad y calidad del producto, que es GLP ANCAP -aunque el servicio me lo brinda alguna 
de esas empresas- si tengo algún reclamo que hacer sé adónde dirigirme; pero si pasamos a un régimen de envasado libre, 
entonces la responsabilidad ya se complica porque en la garrafa figura el nombre de determinada empresa, aunque en realidad fue 
envasada por otra en otra planta. De modo que no está clara la determinación de responsabilidades. Como soy abogado, conozco 
la habilidad de mis colegas para evitar la responsabilidad de sus respectivos clientes. Me pregunto si no estaríamos perdiendo un 
aspecto central del manejo de la seguridad y responsabilidad empresarial si permitimos que las marcas no se correspondan con 
quien envasó. 


Por otra parte, en el Congreso Internacional de Gas Licuado que se realizó el año pasado, se recomendó que se mantuviera esa 
unidad operativa entre el envasado y la marca, como tendencias predominantes en el mundo moderno y más desarrollado en esta 
materia. Entonces les pregunto si las regulaciones que ustedes han dictado -admito no conocerlas en detalle- contemplan o 
respetan el hecho de que el envasador y su marca sean una unidad, o puede darse el caso de que en esta apertura haya quienes 
envasan en recipientes de otras marcas diferentes. No quiero exagerar, pero si esto fuera así, se nos podría plantear una suerte de 
aquelarre en materia de seguridad y de responsabilidad. 


SEÑORA VÁZQUEZ.- Como señala el señor Presidente, la solución reglamentaria que no se ha dictado, sino que se ha puesto a 
consulta pública, debe contemplar esos dos intereses en juego. Es decir, el interés o el valor de la seguridad y el valor de la libre 
opción por parte del consumidor con respecto a elegir quién le prestará el servicio. De todas maneras, existen mecanismos para 
mejorar la seguridad y que quede claro, sin afectar el derecho marcario. Me gustaría darle la palabra a la Gerente General que 
conoce al detalle la solución reglamentaria puesta en consulta y puede explicar los mecanismos de precintado, etcétera. 


Debemos aclarar que en este momento no es un tema de seguridad el que está en juego, ya que estos aspectos estarían cubiertos 
por la solución puesta en consulta, pero sí existe un escollo en cuanto a la marca. El problema está en si se maneja la marca con 
ese alcance, es decir, si por el hecho de que una vez se le puso al envase un acuñado para señalar el primero que envasó y 
distribuyó, nunca más otra persona podría hacerlo. Por ejemplo, yo soy consumidora y en casa tengo una garrafa que pagué y que 
tiene una marca que es irrelevante, ya que unas veces la rellenó Acodike y otras Riogas, pero de acuerdo con lo que se está 
planteando, estaría condicionada a, de aquí en más, volver a rellenarla con alguna de estas dos empresas que tienen un acuerdo 
entre sí, y no por una tercera. Entonces, a pesar de que soy la dueña del envase y de que ANCAP es el que produce el gas licuado, 
por el hecho de que una vez una empresa lo rellenó, no voy a poder volver a hacerlo a través de otra empresa, ni siquiera 
identificando, por ejemplo con un precinto, que el que la rellenó es un tercero, haciéndose responsable de esta manera. Entonces, 
si se le da a esa norma una interpretación llevada a sus últimas consecuencias, podría ser un escollo, porque parecería una 
interpretación absurda. 


De todas maneras, el regulador no puede, ligeramente, por medio de su reglamentación, hacer asumir a un tercero ese riesgo de 
incurrir en una figura penal. Por eso es que se está estudiando con atención cómo remover y superar ese obstáculo. Una solución 
podría ser a través de un centro de canje, o por la vía del repago. Por ejemplo, si compré una garrafa que dice Acodike, pero ahora 
quiero que me la rellene Megal, debería tener el derecho de darle a Acodike el envase y que esta empresa me lo repague, como 
pasa con los envases de refresco. Por ejemplo, si una vez compré Coca-Cola y luego quiero comprar Pepsi, devuelvo el envase de 
Coca-Cola, me lo pagan y compro una Pepsi. 


El tema no es sencillo y, por eso, está en análisis. La solución reglamentaria pretende abarcar todos estos intereses: el derecho a 
marcar, el derecho del consumidor y el valor seguridad, que es esencial. 


De todos modos, me gustaría que la señora Gerente General les explicara cuáles son las soluciones para preservar el valor 
seguridad. 


SEÑORA ANTMANN.- Creo que es claro que en muchos países se utiliza la marca -esa es una de las ideas- como garantía para 
que el consumidor sepa quien está suministrando el producto o, como en este caso, el servicio de envasado y distribución. 


El proyecto de reglamentación propuesto buscaba hacer un seguimiento con fuerte presencia de una supervisión del regulador y de 
organismos certificadores, para darle al consumidor la garantía por vía del control y la regulación. A su vez, obliga a identificar al 
envasador; quien envasa una garrafa tiene que identificarse y, además, debe poner en qué fecha la envasó. Reitero que, además 
de la etiqueta que identifica la operación de envasado, debe ponerle un precinto inalterable para que no se pueda modificar el 
contenido en peso u otras características. También preveía cubrir la marca original para no inducir al consumidor a engaño, ni 
generar responsabilidad sobre la empresa que, originalmente, marcó la garrafa. Puede decirse que, simultáneamente, se buscaba 
proteger la seguridad del consumidor y la posibilidad de elección de éste en cada oportunidad en que llene la garrafa, con quien le 
ofrezca las garantías correspondientes. 


Pienso que es bastante claro que en un parque de garrafas de dos millones y medio de unidades, de las cuales más del 95% es 
propiedad de los consumidores, es una barrera importante el hecho de que la marca impida la reutilización de la garrafa por otra 
empresa para su llenado. Legalmente habrá que hacer un análisis para ver de qué forma se puede resolver, pero es clarísimo que 
para la entrada de otro envasador o distribuidor, esa es una barrera muy importante. 


SEÑOR HEBER.- Creo que en este tema sobre el supergás las cosas están bastante claras. No sé si el Presidente de la Comisión 
y los demás miembros coinciden con esta precisión, a fin de poder ingresar en el tema del gas natural que me interesaría abordar, 
aprovechando la oportunidad de que está presente la URSEA. De no ser así, nos quedaríamos en algo que, a mi juicio, está bien 


informado. Además, creo que está bien encaminada la URSEA; faltan cosas por hacer, pero dentro de poco tiempo se harán. Hay 
una deuda un poco manifiesta de ANCAP sobre cuál será la transición y me parece muy claro que tenemos que ir a preguntar ahí. 


No sé si se estará en condiciones de pasar al otro tema que me interesa analizar con la URSEA. 


SEÑOR DE BOISMENU.- Antes de pasar al otro tema, quisiera hacer una pregunta sobre el tema del GLP. Por lo que pude captar, 
en determinado momento se habló de la botella de refrescos, pero yo eliminaría esto porque puede llevar a confusión. El tono de la 
discusión lleva a que, aparentemente, todos los envases tendrían que ser iguales, cosa que complica al transporte, y que la marca 
debería ser lo menos duradera posible sobre el aparato contenedor de manera tal que al reingresar se pudiera eliminar cuando es 
otro el que envasa, a fin de saber claramente qué material hay en el interior de ese contenedor. También parecería que habría que 
buscar una técnica exacta y duradera, que no se elimine en el transporte, que implica la existencia de un precinto o de un anillo 
como sucede a veces en las botellas de algunos vinos -tema que se ha discutido largamente- que identifica quién fue el señor que 
lo envasó y el responsable de la operación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con relación a este tema quisiera hacer una reflexión. Soy partidario de la apertura de la competencia en 
los sectores de actividad económica en el Uruguay, empezando por ANCAP que es donde tenemos serias dificultades. 


Por otro lado, cuando uno tiene una larga cultura monopólica, no puede pasar del monopolio a la atomización en aras de un dogma 
filosófico sino que, inevitablemente, debe haber un período de transición, no solamente para lo que se mencionaba hoy, sino para el 
tema en general. En tal sentido, debemos preservar al consumidor, quien necesita certeza en cuanto a con quién contrata, a la 
seguridad de suministro que le da ese proveedor, al manejo de la seguridad técnica en los envases, a la calidad del producto, 
etcétera, y en las inversiones necesarias que una empresa se compromete a realizar cuando, a su vez, ésta también posee 
determinadas certezas en materia de consumo y de demanda del producto que está poniendo en el mercado, que en el caso 
uruguayo es muy chico. 


Coincido con lo que señalaba el economista Costa en cuanto a que este no es un tema de escala, lo que queda muy claro con el 
ejemplo que él puso de la Shell. Sí me parece importante dar certezas en las regulaciones aunque, quizás, no debamos avanzar 
tanto en una competencia que dé tal grado de libertad que se nos esfume la responsabilidad empresarial, que en este caso es 
garantía de seguridad en el mercado uruguayo, y por eso fuimos distinguidos en el concierto de las naciones sudamericanas. 


En una sesión anterior informé que participé de un Congreso en el que, en materia de calidad y de seguridad técnicas, se colocó al 
Uruguay por encima de Chile, habiendo sido éste un país que invirtió enormemente en esos rubros, en los sectores empresariales 
en general, y no sólo en el que nos ocupa. 


SEÑOR COSTA.- Comparto lo relativo al manejo de la transición en el sentido de que no es puntual, sino permanente. 
Preocuparnos por una eventual atomización del mercado me parece un poco prematuro, porque hoy en día existe un duopolio, con 
un poder importante que todos conocemos y un poder de "lobby" no menor. Que en un año malo dos empresas ganen U$S 
6:000.000 en este país implica un poder importante, no despreciable. Para ser realistas deberíamos pensar que no tendríamos más 
de tres o cuatro empresas envasadoras en el corto plazo. Por lo tanto, no consideramos que eso pueda significar una atomización 
del mercado. De todos modos, si se produjera, si causara perjuicios o diera señales de que la seguridad estuviera siendo 
menoscabada, sería responsabilidad del regulador, en función de las competencias que da la ley, prender las luces amarillas y, 
eventualmente, las rojas para determinar que tal persona no puede distribuir. En definitiva, se trata de un tema estrictamente 
regulatorio. Creo que estamos sentando los pilares para nuestra casa en los próximos diez años. Hoy en día no tenemos 
competencia. Hay un duopolio muy claro, que reparte el 50% del mercado para cada lado, por lo que me parece que preocuparnos 
por una eventual atomización -y digo esto con el mayor respeto- me parece un poco prematuro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entiendo que la atomización puede surgir si las regulaciones lo permiten. Si decaen, es decir, si somos 
poco exigentes con los requisitos, puede darse la atomización. Es muy importante el tema de los envases y las marcas, porque si 
tengo que venir al Uruguay y no tengo necesidad de comprar mis envases ni de hacer una inversión inicial y, además, las 
condiciones técnicas son menores, se puede dar lo que decía antes. 


De todos modos, sugiero dejar este tema aquí -con el economista Costa podremos seguir conversando en otra oportunidad- a los 
efectos de que ahora no se dé una suerte de polémica que no está planteada, porque simplemente estoy advirtiendo sobre algunas 
cosas que con seguridad ustedes están manejando con total responsabilidad. 


SEÑOR HEBER.- Advierto que quizás en el día de hoy no podamos agotar la discusión, por lo que invitaremos a la Unidad 
Reguladora nuevamente para seguir tratando este tema, porque me parece muy importante que tiene en términos generales y, 
sobre todo, en el tema del gas natural. 


Antes que nada, queremos señalar que lo primero que nos preocupa respecto al gas natural, en cuanto a la experiencia que se ha 
tenido en otros países, es el nivel de competitividad que da el gas natural como fuente energética, especialmente para la industria. 
Este es un tema muy importante, porque sin perjuicio de que el gas llega de determinada forma con un emprendimiento 
esencialmente estatal -que es el que, en definitiva, hace posible que el gas natural llegue al Uruguay- me parece fundamental que 
esto tenga una regulación, es decir, que las empresas concesionarias que se encuentran en Montevideo y en el interior, puedan 
tener las reglas de juego claras, de modo tal de generar los emprendimientos necesarios en una cultura nueva, como es el gas 
natural. Si bien Gaseba existe desde hace un buen tiempo en el Uruguay y ya ha generado la posibilidad del gas no natural en 
Montevideo -ahora está haciendo una reconversión- me parece importante que las empresas concesionarias tengan reglas de 
juego claras por la viabilidad de la concesión misma. Pero también considero fundamental la oportunidad de acceso al gas de 
industrias y consumidores. 


La primera pregunta que quiero hacer es la siguiente. La URSEA, que tanto tiene para hacer, ¿ha encarado ya esta situación? 
Hago esta consulta porque la última información que tuvimos por parte de la Cámara de Industrias en el seno de la Comisión, fue 
que había necesidad de no incrementar los metros cúbicos del mínimo requerido e, inclusive, dijeron que sería bueno que se 
bajaran. Entonces, nos asalta la duda de que quizás por la extensión y la inversión que hay que hacer en el país, tanto en el interior 
como en Montevideo, se pueda dar una libertad excesiva. Aclaro que estoy de acuerdo con la competencia y no me gustan los 


oligopolios ni los monopolios privados; en este caso puede haber industriales que al acceder al gas puedan hacer las inversiones 
necesarias que en la región -ya sea en Montevideo o en el interior- hay que hacer. 


Me asusta una decisión de ANCAP, que fue expresada por la Cámara de Industrias del Uruguay, en cuanto a que le dio un precio a 
dos empresas en el país que no está a disposición de otras industrias en el Uruguay. Esto me preocupa y me parece que si ANCAP 
genera precios que a veces están por debajo de los costos, ingresa en una competencia desleal, pues los precios están accesibles 
para unas industrias pero para otras no. Realmente, el comentario de la Cámara de Industrias en el seno de la Comisión me dejó 
preocupado porque, si bien estoy de acuerdo en que ANCAP pueda ofrecer la conexión directa por arriba de los 5.000 metros 
cúbicos, hoy -según la Cámara de Industrias- aquellas empresas que pasan de los 5.000 metros cúbicos de consumo diario no 
pueden acceder a contratos en las mismas condiciones que lo hicieron estas dos grandes empresas, grandes consumidores, a las 
que refería. Entonces, sobre esta situación me pregunto si la URSEA va a ingresar en este tema que, a nuestro juicio, es vital, 
porque es importante para todos tener claras las reglas de juego, y no que haya empresas que de alguna manera puedan acceder 
a tener precios por debajo de los costos que hoy tiene el gas natural. Tanto es así, que en reuniones reservadas se nos ha dicho 
que las empresas concesionarias, a ese precio que se les vendió a las industrias, también le compran a ANCAP, ya que hay un 
margen muy importante de subsidio a lo que puede ser el precio del gas, es decir, cuando los costos están muy por encima de lo 
que ello puede significar. 


Digo esto porque no le escapará a la URSEA -y termino la reflexión, porque de lo contrario se hace muy larga- la competencia que 
tenemos en materia industrial con el fuel oil. Aquí la Cámara de Industrias decía con buen criterio que nosotros tenemos un fuel oil 
que tiene un precio político. Personalmente, no me parece conveniente tener un precio político con el fuel oil. Actualmente, con este 
incremento que ha tenido, tiene un precio internacional o, por lo menos, acorde al que se vende en la región, pero las empresas y 
las industrias uruguayas están básicamente sustentadas en fuel oil y por eso el precio de éste, como era político, generaba a veces 
la no inversión en gas. O sea que también contamos con ese elemento de juicio en el razonamiento que tenemos que hacer en 
cuanto a lo que tenemos que regular. 


En definitiva, mi pregunta apunta a cómo ha ingresado la URSEA en este tema, con estas dificultades de hechos consumados que 
de alguna manera cambian notoriamente las reglas de juego como para ser realmente objetivos a la hora de saber cuál es el precio 
que tienen las industrias. En todo caso, dejaría para más adelante el tema del consumo y el del gas vehicular, que también me 
gustaría considerar. 


SEÑOR COSTA.- Con respecto a la pregunta del señor Senador Heber, efectivamente la URSEA ya ha ingresado en estos temas, 
pero vayamos por partes. La industria del gas natural es diferente al mercado de GLP, porque tiene componentes de lo que se 
conoce como servicio público de monopolio natural, por lo que no tiene sentido tener dos distribuidoras de gas natural en una 
ciudad porque implicaría una duplicación de ductos. No sucede lo mismo en el caso de GLP. 


Con respecto a la inquietud sobre el tema de defensa a la competencia, la Unidad ha recibido un planteo concreto. Algo ya he 
adelantado en la sesión anterior de esta Comisión ante una consulta del señor Senador Fernández Huidobro; me refiero a los 
eventuales problemas de competencia que tiene ANCAP con los distribuidores de gas. Preferimos no emitir opiniones sobre el tema 
porque está siendo evaluado por la Unidad. Se ha dado vista a los involucrados y estamos en el proceso administrativo. 


Si la Comisión me lo permite le voy a ceder, en este tema, la palabra a la ingeniera Antmann para que dé los detalles estrictos 
sobre el planteo que recibimos por parte de las empresas, y aclaro que el pronunciamiento va a ser de carácter público. 


Respecto a la tercera inquietud planteada por el señor Senador Heber sobre el tema de la competencia del gas natural y el precio 
del fuel oil, esta semana o la próxima la Unidad dará un comunicado a la empresa con un comparativo de precios con distintas 
opciones de consumo para las industrias, ya sea de 500 metros cúbicos, equivalente de gas natural, de 1.500 y los 5.000 que 
marca la normativa hoy, para ser considerado por el consumidor, y los distintos precios de fuel oil, gas natural, energía eléctrica o 
algún otro energético, como puede ser la leña. 


Entonces, si al señor Presidente le parece pertinente le cedo la palabra a la ingeniera Antmann para que explique los detalles del 
tema planteado con respecto a eventuales problemas de competencia en materia de gas entre ANCAP y el sector privado. 


SEÑORA ANTMANN.- Me gustaría empezar explicando lo que significa los 5.000 metros cúbicos diarios de consumo, que fueron 
establecidos como condición para que un consumidor pueda elegir a su proveedor. 


En el suministro de gas al consumidor hay varios servicios cuya tarifa se agrega: el gas a boca de pozo, el transporte en la 
República Argentina, el transporte en el Uruguay y su distribución propiamente dicha. Quien tiene libertad para elegir a su 
proveedor tiene libertad para elegir al proveedor a boca de pozo, dado que el transporte sobre los ductos en la República Argentina 
y en la República Oriental del Uruguay y la distribución están concesionados y son monopolios naturales. Por lo tanto, cuando un 
gran consumidor elige libremente al exportador o al productor de gas a boca de pozo, va a pagar el desarrollo de las redes, ya sea 
conectándose a la red de distribución de gas, con lo cual pagaría el desarrollo de dicha red, o al transporte, y si es muy grande y se 
conecta directamente al gasoducto de transporte, pagará la correspondiente tarifa por el transporte de gas. En lo único que compite 
quien le ofrece gas a un consumidor es en el gas propiamente dicho, pero no en la tarifa de transporte y en la tarifa de distribución, 
porque ya están fijadas. 


Efectivamente, el planteamiento recibido fue realizado por la Dirección Nacional de Energía del Ministerio y se refería a empresas a 
las que se les había retirado la oferta de gas. Ese es el planteamiento que tenemos. En principio, el precio del gas, a diferencia del 
transporte y la distribución, no es un monopolio. Sin embargo, es clarísimo que en la Argentina es públicamente conocido y 
reconocido el oligopolio del gas natural y, por lo tanto, los precios del gas natural tienen ciertos problemas, no resultan de una libre 
competencia. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica) 


SEÑOR HEBER.- Creo que sería bueno invitar nuevamente a los integrantes de la URSEA para tratar el tema del gas vehicular y el 
gas domiciliario. Sé que tienen mucho trabajo, pero me interesa saber por dónde vamos a ese respecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si los señores Senadores están de acuerdo, invitaríamos a los representantes de la URSEA para el 
próximo martes, a fin de tratar el tema del gas natural en general, y en particular el gas vehicular y el domiciliario. 


SEÑOR COSTA.- Preferiríamos que, si fuera posible, la reunión se fijara para la semana siguiente, porque la próxima semana 
tenemos una conferencia sobre el tema marcario. En este aspecto los colombianos tienen bastante más experiencia que nosotros, 
y hemos organizado un evento conjunto de dos días para analizar las implicancias económicas y eventuales soluciones. 


Asimismo, recogemos la preocupación expresada acerca del tema de la seguridad y, a la vez, del de la competencia. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Si no hay inconveniente, entonces, fijaríamos la reunión para dentro de dos semanas. 
(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica) 


SEÑOR HEBER.- Personalmente me había comprometido con los representantes de la UNTMRA para tratar el tema relativo a la 
empresa Oferol. En ese sentido propondría -si los señores Senadores no tienen inconvenientes- que nos reuniéramos a tal efecto 
el próximo martes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Observo que los señores Senadores Fernández Huidobro y de Boismenu están de acuerdo. Fijamos 
entonces la reunión para el próximo martes. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 12 y 50 minutos) 


linea del nie de nádaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


